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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / INCIDENTE DE DESACATO / SANCIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LA ORDEN JUDICIAL 
INCIDENTE DE DESACATO – Fuente normativa. 
… Según el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 la desobediencia de órdenes proferidas por los jueces de tutela trae como factible consecuencia la imposición de sanciones. Para este efecto se debe someter el trámite a incidente de desacato, en el que se debe brindar a la parte objeto del mandato judicial, la posibilidad de ejercer su derecho de defensa sobre el incumplimiento que se le imputa.
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AD1-0001-2025
Asunto

: Tutela primera instancia 


Tipo de proceso
: Incidente de desacato
Demandante
: Israel Ángel Valencia Jaramillo
Incidetando
: Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira
Radicación

: 66001-22-13-000-2024-00291-00 (5340)
Temas


: Cumplimiento del fallo de tutela
Mag. sustanciador
: Carlos Mauricio García Barajas
Aprobada en sesión
: 194 de 05-05-2024
Cinco (05) de mayo de dos mil veinticinco (2025).
ASUNTO
Procede la Sala a resolver sobre el incidente de desacato propuesto por la parte actora respecto del incumplimiento del fallo proferido en la acción de tutela de la referencia.

ANTECEDENTES
1. Mediante sentencia del 12 de febrero de 2025, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, revocó decisión emitida por este Tribunal, concedió el amparo constitucional invocado y, en consecuencia, dispuso dejar sin efecto los autos de 29 de agosto y 26 de septiembre, ambos de 2024, proferidos por el Centro de Conciliación Concertemos y ordenar a esa entidad “emitir un nuevo pronunciamiento sobre la solicitud de admisión a ese trámite efectuada por el Señor Juan Fernando Penagos Vargas, atendiendo las consideraciones vertidas en esta providencia y notifique, de la manera más expedita del mismo al Juzgado Quince Civil del Circuito de Pereira, para lo de su competencia”
.
2. En escrito presentado ante la Corte Suprema de Justicia, el 31 de marzo de este año, la parte actora informó que a pesar de que dicho Centro de Conciliación dio cumplimiento a los mandatos que le fueron impuestos, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad se abstiene de impulsar el trámite respectivo, demora que se suma a todo el tiempo de espera que ha tenido que invertir el actor para que se reanudara el proceso ejecutivo correspondiente.
Agregó que si bien frente a ese despacho judicial no se profirió una orden directa que acatar, “la Corte Constitucional en Sentencia C836 de 2001 aborda la fuerza jurídica de la doctrina probable y de la decisión judicial y es altamente razonable que la parte motiva de la sentencia tienen fuerza vinculante en la decisión judicial, por lo cual no podría desconocerse, máxime cuando la parte motiva de la sentencia comprende las razones de hecho y de derecho sobre las cuales el Juez de Tutela en este caso se basa para tomar decisión”
.

3. Por auto del 02 de abril de 2025, aquella Corporación remitió el asunto por competencia a este Tribunal
. 
4. En proveído del 04 del mismo mes, esta Sala requirió a la titular del Juzgado Quinto Civil del Circuito para que rindiera informe sobre el acatamiento del mandato judicial
.
5. Se pronunció la funcionaria involucrada para señalar que contrario a lo alegado por el incidentista, una vez se cumplió la carga impuesta al Centro de Conciliación Concertemos, se reanudó el trámite del proceso judicial, con precisión del resto de días de la ejecutoria del auto que aprobó la adjudicación del bien rematado; aquel proveído hubiere quedado en firme el 07 de abril del año en curso, de no ser porque la apoderada del citado señor formuló en su contra recursos ordinarios
.
6. La parte accionante indicó que el juzgado de conocimiento dispuso, a través de auto del 02 de abril de 2025 la reactivación de los términos a partir del momento en que esa providencia quedara ejecutoriada. “Así sin proceder a corregir las sistemáticas fallas del despacho judicial y bajo la existencia de una declaratoria de Nulidad por parte del Centro de Conciliación Concertemos de la ciudad de Envigado del día 13 de marzo de 2025, el despacho judicial de Pereira ha considerado que el proceso estará suspendido hasta tanto cobre ejecutoria auto del 1 de abril de 2025, momento en el cual comenzará nuevamente a correr términos”
.
7. El 11 de abril pasado se dio apertura al incidente de desacato contra la citada servidora
.
8. En memorial presentando el 22 siguiente, la parte accionante comunicó que “la Juez 5ª Civil Circuito de Pereira, profirió providencia dentro del proceso 66001310300520170017700, con relación a la suspensión de términos, como fuera ordenado en sentencia de tutela”
. 
9. Dicha funcionaria reiteró el argumento contenido en su primera intervención, a lo que agregó que la apoderada del aquí incidentista desistió de los recursos propuestos contra el mencionado auto aprobatorio del remate, providencia que, por consiguiente, quedaría en firme el 25 de abril, ocurrido lo cual se procederá a surtir los trámites de su competencia para materializar la adjudicación del bien
.
10. Se decretaron pruebas por auto del 25 de abril último
.
11. La funcionaria incidentada dio cuenta de la ejecutoria de aquel proveído y de la ejecución de las medidas anunciadas, lo que incluyó la orden de entrega del bien rematado al nuevo propietario
.
CONSIDERACIONES 
1. El artículo 86 de la Constitución Política establece que toda persona tiene derecho a promover acción de tutela ante los jueces con miras a obtener la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando por acción u omisión le sean vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública o por particulares. Comprobada esa lesión el juez de tutela, en términos generales, emite mandato de ineludible cumplimiento. 
2. Según el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 la desobediencia de órdenes proferidas por los jueces de tutela trae como factible consecuencia la imposición de sanciones. Para este efecto se debe someter el trámite a incidente de desacato, en el que se debe brindar a la parte objeto del mandato judicial, la posibilidad de ejercer su derecho de defensa sobre el incumplimiento que se le imputa.
3. El problema jurídico que debe resolver esta Sala se circunscribe, en consecuencia, a establecer si aquí se incurrió o no en un desobedecimiento de los mandatos impuestos en sede de tutela y, en caso positivo, si tal desacato es injustificado y, en consecuencia, acarrea una correspondiente sanción.
4. De la revisión del trámite se deduce que la parte actora dio cuenta de un supuesto desacato a la providencia constitucional, en lo que concierne con la actuación del Juzgado Quinto Civil del Circuito local. 
Luego no cabe duda alguna en torno a que no es del caso revisar el proceder del Centro de Conciliación frente al cual se libró la orden principal del fallo de tutela, cuyo cumplimiento, además, se encuentra acreditado a partir de las manifestaciones de las otras partes y de las piezas procesales allegadas al trámite.
5. Aclarado lo anterior, cabe hacer referencia a los términos en que se emitió el mandato que se dice desconocido.
Allí, según se recuerda, se ordenó al aludido Centro de Conciliación pronunciarse nuevamente sobre el requerimiento de inicio de proceso de insolvencia que elevara el señor Juan Fernando Penagos, de acuerdo con las consideraciones expuestas, y que comunicara de sus resultas al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, “para lo de su competencia”.
Se sustentó esa determinación, básicamente, en que el citado Centro de Conciliación procedió a abrir un segundo proceso de insolvencia, pese a no haber transcurrido cinco años desde el inicio del primero que de esos trámites adelantó el deudor, lo que implica un desconocimiento del numeral 4° del artículo 545 del Código General del Proceso.
Por tanto, al menos en principio, no se advierte la existencia de mandato concreto en contra del juzgado incidentado, máxime que el concepto de la vulneración del derecho fundamental no guardó relación directa con el proceder de ese despacho, pues, según se vio, esa lesión se circunscribió al actuar del Centro de Conciliación Concertemos.
De ahí entonces que, para la Sala, no se pueda aplicar las consecuencias por el desconocimiento de una orden que no se evidencia siquiera librada en forma clara y expresa, y con un determinado tiempo para su ejecución.  
6. Ahora, si en gracia de discusión se admitiera que del contenido de aquella orden, particularmente del enunciado “para lo de su competencia”, se derivara un mandato judicial contra el juzgado de conocimiento, dirigido, en consecuencia, a adelantar el trámite que le correspondiera en causa ejecutiva que tramita, donde se denunció dilación, por cuenta de la decisión adoptada en el proceso de insolvencia, sobre todo si se tiene en cuenta la parte considerativa de la aludida providencia se consignó que “(...) no sobra llamar la atención al Juez que conoció del proceso ejecutivo, para que proceda a adelantar los trámites a su cargo con la carga que le compete, en el sentido de dar pronta respuesta a las partes en cumplimiento de los términos procesales, en aras de no incurrir en vulneración a derechos fundamentales”, de todas formas en la actualidad se encuentra comprobado la existencia de unas circunstancia que implican que tal orden se encuentra cumplida.
En efecto, a pesar de los pormenores adicionales que rodean el asunto, de la revisión de las piezas procesales que componen la mencionada causa ejecutiva se infiere que, en definitiva, con ocasión al levantamiento de los efectos jurídicos de aquella insolvencia, anunciada por el Centro de Conciliación Concertemos
, el juzgado de conocimiento reanudó el trámite ejecutivo (lo cual, dicho sea de paso, en últimas era lo que pretendía obtener el actor con la acción de tutela), cobró ejecutoria el auto que dispuso la adjudicación del bien, se libraron comunicaciones para su ejecución e incluso a la fecha se encuentra adelantando las gestiones pertinentes para materializar la entrega del bien allí adjudicado en remate
. 
De dicha actuación dio cuenta también la propia parte actora en memorial que obra en el archivo 20 de este cuaderno.
7.  Surge de lo anterior que bajo ninguno de los panoramas presentados se podría edificar reproche alguno actual por desacato contra el despacho incidentado y por lo mismo la Sala de abstendrá de imponer sanción alguna. 
DECISIÓN
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: ABSTENERSE de sancionar por desacato a la Dra. Marly Alderis Pérez Pérez, Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira, por las razones expuestas en esta providencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes lo aquí resuelto en la forma más expedita y eficaz posible.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados,

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Archivo 176 del cuaderno principal tomo III del expediente al que se accede desde el enlace visible en el documento 27 de este cuaderno


� Archivo 194 y siguientes del cuaderno principal tomo III del expediente al que se accede desde el enlace visible en el documento 27 de este cuaderno






